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CUARTA PARTE. RESPONSABILIDAD ESTRICTA.

I. INTRODUCCIÓN.

144. Noción. La responsabilidad estricta prescinde de la culpa como criterio de atribución: basta que el daño sea consecuencia de un hecho de la persona cuya responsabilidad se persigue, para que surja la obligación de indemnizar. En consecuencia, la causalidad es el elemento determinante de este tipo de responsabilidad. 

145. Evolución histórica. Como se ha expuesto, en su formulación más arcaica la responsabilidad obedeció a una noción cercana a la idea moderna de responsabilidad estricta. La evolución del derecho romano, la influencia moralizante del cristianismo en los canonistas, y el pensamiento liberal, contribuyeron al establecimiento de un principio general y abstracto de responsabilidad por culpa en la tradición jurídica romanista.


Durante el siglo XIX, el avance de la industrialización y el surgimiento de las economías modernas pusieron en discusión este principio general en área críticas, como son los daños provenientes de actividades peligrosas y de accidentes del trabajo. Diferentes estatutos legales especiales han establecido regímenes de responsabilidad estricta en el derecho chileno, siguiendo orientaciones del derecho comparado.

146. Fundamentos. Como se ha visto en el capítulo introductorio, los estatutos de responsabilidad estricta pueden ser justificados tanto desde la perspectiva de la prevención como de la justicia. En relación con la primera, se ha señalado que tienen la ventaja de poner los riesgos de cargo de quien está en mejor posición para  evitar el daño, operando como un incentivo a invertir en actividades menos riesgosas y a la contratación de seguros de responsabilidad.  Desde las perspectivas de la justicia las reglas de responsabilidad  estricta se justifican en cuanto obligan a aquel que se beneficia de una actividad que le resulta provechosa a asumir íntegramente los riesgos correlativos. La responsabilidad estricta, desde esta perspectiva, es más cercana a la idea de justicia correctiva, que impone la obligación de reparar el daño que se causa a un tercero y que no resulta razonable que éste soporte. Por otra parte, permite la internalización del costo de los accidentes en el precio de los bienes o servicios, haciendo que estos se distribuyan entre  todos los que están expuestos al daño.464

Pese a estas justificaciones, la responsabilidad estricta ha sido objeto de discusión y revisión crítica por los partidarios del sistema de responsabilidad por culpa. Según esta opinión, el estándar del hombre razonable representa el nivel óptimo de cuidado que es posible exigir en cada caso, y en consecuencia, el sistema de responsabilidad por culpa es el que mejor cumple con el ideal del máximo de prevención.465 Desde la perspectiva de la justicia retributiva, en tanto, se sostiene que la responsabilidad por culpa es consistente, por lo general, con la expectativa normativa que tenemos respecto de los daños que nos son causados por terceros, en orden a que deben ser reparados cuando en su comisión se ha actuado en infracción al estándar del hombre prudente.

147. Principios. En la mayoría de los sistemas jurídicos modernos, la responsabilidad civil exige la culpa como régimen general en coexistencia con áreas específicas de responsabilidad estricta. A ello se agrega, en la práctica, la  evolución experimentada por el régimen de culpa en ciertas áreas, mediante la extensión del sistema de presunciones de culpabilidad y la interpretación restrictiva de las excusas admisibles, que ha situado este régimen, respecto de ciertos grupos de materias, en el límite de la responsabilidad estricta.


La tendencia generalizada en el derecho comparado ha sido establecer reglas de responsabilidad estricta en algunos grupos típicos de materias. Ante todo, se ha establecido para ciertas actividades peligrosas, como el uso de energía nuclear, la aviación comercial y la contaminación por hidrocarburos, entre otras. Un ejemplo de aplicación de este criterio de responsabilidad estricta en actividades que entrañan peligro en el derecho nacional, es la regla del artículo 2327 del Código Civil sobre daños ocasionados por animales fieros de los cuales no se reporta utilidad. También se han  establecido reglas de responsabilidad estricta en protección de víctimas especialmente vulnerables, como los consumidores (productos defectuosos) y los trabajadores (accidentes del trabajo). Finalmente, en algunos sistemas jurídicos también han sido establecidos respecto de actividades con altas tasas de accidentes, como en materia de tránsito.

II. REGLAS SOBRE RESPONSABILIDAD ESTRICTA EN EL CÓDIGO CIVIL Y  LEYES ESPECIALES.

148. Daño causados por animales fieros. El artículo 2327 del Código Civil establece una regla de responsabilidad estricta bajo la forma de una presunción de derecho, aplicable a todo aquel que tenga un animal fiero de que no se reporte utilidad para la guarda o servicio de un predio, por los daños que este haya ocasionado.

149. Daño ocasionado por las cosas que se arrojan o caen desde la parte superior de un edifico. Según lo dispuesto en el artículo 2328 del Código Civil, el daño es imputable a todas las personas que habitan la misma parte del edificio, y la indemnización se dividirá entre  todas ellas, a menos que se pruebe que el hecho se debe a la culpa o mala intención de alguna persona exclusivamente, en cuyo caso será responsable esta sola. Como se advierte, en el primer caso se trata de responsabilidad sin culpa o estricta, que se distribuye entre todos quienes pudieron provocar el daño.

150. Accidentes del trabajo. Esta materias está regulada en la ley N ° 16.744 sobre seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales en ella coexiste un principio de responsabilidad estricta del empleador con un sistema de seguro obligatorio.


En efecto, la ley define el accidente del trabajo como toda lesión que una persona sufra a causa o con ocasión del trabajo, y que le produzca incapacidad o muerte, incluso por accidentes ocurridos en el trayecto directo, de ida o regreso, entre la habitación y el lugar de trabajo, exceptuando únicamente los accidentes debido a fuerza mayor extraña o que no tenga relación alguna con el trabajo, y aquellos producidos intencionalmente por la víctima (ley N ° 16744, artículo 5°). Estos accidentes están cubiertos por un seguro obligatorio financiados principalmente por aporte del empleador, y contempla prestaciones por incapacidad temporal, invalidez parcial o total y muerte. 


La negligencia inexcusable del trabajador no excluye la responsabilidad del empleador, y sólo da lugar a la aplicación de una multa (artículo 70 I).


Si el accidente se debe a culpa o dolo del empleador, la víctima y las demás personas a quienes el accidente causa daño tiene acción para reclamar de este una indemnización complementaria por todo perjuicio no cubierto por el sistema de seguro obligatorio, inclusive el daño moral; además, el organismos administrador del seguro tendrá acción contra el empleador para obtener el reembolso de lo pagado (artículo 69).

151. Daños ocasionados por el conductor de un vehículo motorizado. La regla general en esta materia está contenida en el artículo 170 de la ley N ° 18.290, ley del tránsito, que establece la responsabilidad por culpa del conductor del vehículo. El sistema esta complementado por un listado de presunciones de responsabilidad, contenidas en el artículo172, y que en rigor corresponden a hipótesis de culpa infraccional que solo admiten como excusa la fuerza mayor.


Sin perjuicio de lo anterior, la ley contempla dos instrumentos adicionales para proteger a las víctimas de accidentes: 

(a) Responsabilidad estricta del propietario de vehículo por los daños ocasionados por el conductor (artículo 174 de la ley del tránsito). Esta regla contiene una hipótesis de responsabilidad estricta por el hecho ajeno en virtud de la cual el propietario del vehículo responde solidariamente con el conductor, y solo puede eximirse probando que el vehículo le fue tomado sin su conocimiento o sin su autorización expresa o tácita, circunstancias que equivalen a casos de fuerza mayor.

(b) Un sistema de seguro obligatorio análogo al existente en materia de accidentes del trabajo, que coexiste con el seguro obligatorio de accidentes personales causados por circulación de vehículos motorizados (ley N ° 18.490), y el seguro de accidentes de pasajeros de locomoción colectiva (ley N ° 16.426).

[A continuación los autores del trabajo se refieren a la responsabilidad del explotador de aeronaves por daños ocasionados en caso de accidente aéreo, a los daños ocasionados por la aplicación de plaguicidas, por derrame de hidrocarburos, por sustancias nocivas en el mar y por aquellos generados por daños nucleares.]

III ANÁLISIS JURÍDICO DE LA RESPONSABILIDAD ESTRICTA.

157. Responsabilidad por riesgo o garantía. La responsabilidad estricta tiene como antecedente el riesgo creado por una cierta actividad, no la culpa en que se haya incurrido en su ejecución, de modo que la calificación de la conducta efectiva del autor del daño resulte indiferente. En otros términos, vasta que el daño se produzca en el ámbito de la actividad, para que de ello resulte la obligación de indemnizar.


En este sentido, la responsabilidad estricta presenta analogía con las obligaciones de garantía del derecho contractual, pues asegura a las eventuales victimas que todo daño ocasionado en el ámbito de determinada actividad (instalaciones nucleares, aeronavegación, fumigación aérea, etc.) será indemnizado por quien la ejerce.


Por último, hay que señalar que la responsabilidad estricta es un régimen especial y como tal de derecho estricto, que opera sólo respecto de ciertas actividades o riesgos previamente definidos. Su fuente es la ley. 

158. Responsabilidad estricta no se opone a responsabilidad subjetiva. Tradicionalmente la doctrina y jurisprudencia han utilizado la expresión responsabilidad objetiva, por oposición a la responsabilidad por culpa, que se supone subjetiva. Como se ha expuesto, esta denominación constituye un error, toda vez que la responsabilidad por culpa es también objetiva.  En efecto, la culpa consiste en la infracción de un patrón abstracto de conducta o deber de cuidado, y en su determinación se prescinde por completo de las condiciones subjetivas del autor.


En consecuencia, la denominación que más se ajusta a la naturaleza de esta especie de responsabilidad es responsabilidad estricta o por riesgo, como se le conoce en el derecho anglosajón y francés, respectivamente.

159. Causalidad. El efecto de la responsabilidad estricta es la obligación de reparar todo daño que se produzca en el ámbito de la actividad respectiva. Así, por ejemplo, el empresario de una planta nuclear generadora de energía eléctrica responde de los todos los accidentes que deriven del carácter específico de la instalación nuclear, prescindiendo de si estos han ocurrido por culpa. Sin embargo, no puede sostenerse que el empresario está sujeto al mismo régimen por los daños causados por la interrupción del suministro eléctrico, en caso de una falla en la planta nuclear, pues estos no resultan razonablemente atribuibles al riesgo cubierto por la regla de responsabilidad estricta.


Como se advierte en este ejemplo, en ausencia de la culpa, la causalidad tiene un rol determinante para establecer límites al ámbito de la responsabilidad.


La causalidad actúa como un elemento de control, evitando la extensión ilimitada de la responsabilidad civil. Así ocurre, por ejemplo, en materia de accidentes del trabajo en la que la ley exige que el daño se produzca “a causa o con ocasión del trabajo” (artículo 5° de la ley N ° 16744). Lo mismo sucede en la responsabilidad por daños ocasionados por derrame de hidrocarburos en el mar, que obliga a reparar los “ perjuicios que ocasione el derrame de cualquier clase de materias o desechos” (artículo 144 del decreto ley N ° 2222), y en materia de responsabilidad por los daños ocasionados por animales fieros, en los que la responsabilidad estricta solo se aplica respecto de los daños ocasionados por su fiereza o bravura, y no por otras circunstancias, como pudiere ser el contagio de una enfermedad.


El principio que subyace a estas reglas es que la responsabilidad tiene por objeto crear un régimen de protección para ciertos riesgos, de modo que sólo las consecuencias que se sigan razonablemente de aquellos deben ser reparados. Por ello, la causalidad está especialmente determinada por el fin protector de la norma de responsabilidad estricta.


En consecuencia, de manera análoga a la responsabilidad por culpa, el requisito de la conexión interna entre el daño y su antecedente no se satisface con la mera causalidad material. En consecuencia, mientras en la responsabilidad por culpa se exige que el daño pueda ser atribuido normativamente al hecho ilícito, tratándose de responsabilidad estricta se requiere que el daño pueda ser atribuido normativamente al ámbito de riesgo específico cubierto por ese estatuto de responsabilidad. Atendida la importancia decisiva de la causalidad en materia de responsabilidad estricta, la excusa del autor usualmente se limitará a negar la relación causal entre el daño y el ámbito de riesgo.

160. Excusa de fuerza mayor o caso  fortuito. Las reglas de responsabilidad estricta son formuladas de modo que cubren todo daño que provenga del peligro creado por la naturaleza de la actividad respectiva,468 aunque haya intervenido una causa ajena, incluso de carácter insuperable. 469En consecuencia, estas reglas usualmente excluyen la excusa fundada en hipótesis de fuerza mayor o caso fortuito.


Por la misma razón, en algunos casos la propia ley se encarga de señalar expresamente cuales son las hipótesis admisibles de caso fortuito mayor (como ocurre en el artículo 144 del Decreto ley N ° 2.222). Fuera de esas hipótesis, la excusa de fuerza mayor debe ser juzgada con reserva, pues lo característico de esta especie de responsabilidad es atribuir responsabilidad por el riesgo creado por la respectiva actividad, incluso si éste se materializa en un daño ocasionado por un suceso imprevisible e irresistible.

161. Responsabilidad estricta calificada. En los párrafos anteriores se ha analizado la responsabilidad estricta pura, para la que basta una relación causal entre el daño y el ámbito de riesgo. Sin embargo, el derecho contempla una segunda hipótesis de responsabilidad estricta, que puede denominarse calificada, y que exige que el daño provenga de un vicio, defecto o falta objetiva de la cosa entregada o del servicio, como ocurre en materia de productos defectuosos en el derecho comparado.


Esta segunda hipótesis no debe confundirse con la responsabilidad por culpa pues, al igual que la responsabilidad estricta pura no admite la excusa del actuar diligente. Por otra parte, mientras la culpabilidad supone efectuar un juicio abstracto de conducta, la responsabilidad estricta calificada importa comparar la calidad de una cosa o servicio prestado, con el estándar de calidad que el público tiene derecho a esperar.470

Para dar por establecida esta responsabilidad es necesario demostrar la existencia de un defecto en el resultado de la acción u omisión y sólo habrá responsabilidad por los daños que resulten atribuibles a ese defecto.


En circunstancias que la objetivización de la culpa ha llevado a que ésta se asimile crecientemente a un simple error de conducta, la responsabilidad estricta por defecto en poco se le diferencia en la práctica. Ello también vale para la responsabilidad que el derecho administrativo denomina por falta deservicio, como se expondrá en el capítulo siguiente al tratar sobre la responsabilidad del Estado.

III. RESPONSABILIDAD DEL ESTADO.471
162. INTRODUCCIÓN. Históricamente, el derecho público ha concebido al menos cuatro regímenes de responsabilidad patrimonial extracontractual del Estado:

(a) Según la doctrina de la inmunidad de jurisdicción, el Estado no es responsable. Esta doctrina tiene sus orígenes remotos en la idea de que el soberano establece el derecho pero no está sujeto a él. En la actualidad, resulta inaplicable por ser contraria a las normas constitucionales que rigen la materia (artículos 6, 7, 19 N ° 7 letra i), y 38 de la Constitución Política).

(b) Un segundo sistema distingue entre los actos de autoridad, en los que se manifiesta el poder soberano del Estado y que en consecuencia, según la primera doctrina, no le generan responsabilidad, y los actos de gestión, que quedan sujetos al derecho común472.

(c) Un tercer modelo de responsabilidad asume que el Estado es responsable por los actos de sus órganos o funcionarios, a condición de que éstos hayan actuado en infracción de su deber de cuidado (culpa en sentido civil), o se haya incurrido en una falta de servicio (defecto en el ejercicio de una función pública).

(d) Finalmente, el Estado puede responder según un sistema de responsabilidad estricta basado exclusivamente en la causalidad entre la acción u omisión del órgano y el daño ocasionado al derecho de una persona.


En cuanto a los supuestos y a la extensión de la responsabilidad del Estado se distinguen tres ámbitos, dependiendo de la forma en que éste actúa. Dichos ámbitos son los siguientes: a) responsabilidad por los actos de la administración y de los municipios; b) responsabilidad por error judicial; y, c) responsabilidad por actos legislativos.

A) RESPONSABILIDAD POR LOS ACTOS DE LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO Y DE LAS MUNICIPALIDADES.

163. fundamentos normativos. La Constitución Política, la ley N ° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado (en adelante también “ley de bases”) y, la ley N ° 18.695, Orgánica Constitucional Municipalidades (en adelante también “ley de municipalidades”), contienen normas acerca de la responsabilidad de la administración del Estado y de las Municipalidades.

164. Normas constitucionales. De acuerdo a los artículos 6° y 7° de la Constitución Política, que consagran los principios de supremacía constitucional y de legalidad respectivamente, el Estado es responsable cuando sus órganos actúan al margen del derecho, ya sea vulnerando normas constitucionales o legales dictadas conforme a la Constitución (artículo 6° I), o asumiendo funciones respecto de las cuales carecen de competencia legalmente atribuida (artículo 7°).


Estas infracciones generan dos tipos de efectos: la nulidad del acto administrativo y la responsabilidad del Estado por los perjuicios ocasionados.


A las normas citadas se debe agregar el artículo 38 II de la Constitución Política, del Capítulo IV relativo al “gobierno”, que concede una acción para que cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por la administración del Estado, de sus organismos o de las municipalidades, pueda reclamar ante los tribunales que determine la ley.


Finalmente, como fundamento constitucional de la responsabilidad del Estado hay que mencionar además las garantías constitucionales a que se refiere el artículo 19 de la Carta Fundamental, especialmente el N ° 7 letra i, que establece el derecho a indemnización por error judicial.

165. Normas legales. Como se ha señalado estas normas están contenidas en la ley N ° 18.575,  Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado y en la ley N ° 18.695, Orgánica Constitucional Municipalidades.


El artículo 4° de la ley de  bases establece: “el Estado será responsable por los daños que causen los órganos de la administración en el ejercicio de sus funciones, sin perjuicio de las responsabilidades que pudieren afectar al funcionario que los hubiere ocasionado”.


Por su parte, el artículo 44 de la misma ley señala: “los órganos de la administración serán responsables del daño que causen por falta de servicio. No obstante, el Estado tendrá derecho a repetir en contra del funcionario que hubiere incurrido en falta personal”.


En forma análoga el artículo 141 de la Ley de Municipalidades establece: “Las municipalidades incurrirán en responsabilidad por los daños que causen la que procederá principalmente por falta de servicio. No obstante, las municipalidades tendrán derecho a repetir en contra del funcionario que hubiere incurrido en falta personal.”

166. Principios en que se funda la responsabilidad del Estado. De las disposiciones constitucionales y legales citadas se desprende que en el derecho nacional la responsabilidad del Estado está sujeta a los siguientes principios:

(a) En primer término, de esos principios y normas aparece con claridad que se excluye el sistema de inmunidad de jurisdicción, cuyo efecto, como se ha señalado, es la irresponsabilidad patrimonial del Estado.

(b) De acuerdo a esas mismas normas, el Estado está sujeto a un régimen de responsabilidad estricta por los hechos de sus órganos y funcionarios, cometidos en el ejercicio de sus funciones de los que responde como hechos propios. En otros términos, se trata de una especie de responsabilidad vicaria,473 en virtud de la cual el Estado y las municipalidades responden personal y directamente sin consideración al cuidado aplicado respecto de la actuación de los funcionarios.474 En consecuencia, en la materia no resulta aplicable la distinción formulada en materia de personas jurídicas de derecho privado, entre la actuación de los órganos, cuyos hechos imponen responsabilidad personal, por el hecho propio, y la actuación de los dependientes, por cuyos hechos ésta responde bajo las reglas de responsabilidad por el hecho ajeno.475

En todo caso, la responsabilidad propia del Estado por hechos de sus funcionarios que sean per se ilícitos es sin perjuicio del derecho que éste tiene para repetir en contra del funcionario que hubiere incurrido en falta personal (artículo 44 de la Ley de Bases).

(c) El Estado responde además por la culpa infraccional de sus órganos, cuando éstos actúan en contravención a la ley o a la Constitución. Así se desprende de lo señalado en los artículos 6° y 7° de la Constitución Política.476  Según las reglas generales, la infracción a una norma obligatoria acarrea responsabilidad cuando el daño es objetivamente atribuible a esa infracción.477
(d) El Estado responde por la falta de servicio en que incurran los órganos de la administración (artículo 44 de la ley de bases y artículo 137 de la Ley de Municipalidades).


El más general de los criterios de responsabilidad del Estado y de las municipalidades es la falta de servicio. El concepto tiene una connotación objetiva, análoga a la que ha adoptado el concepto civil de negligencia. Tanto en la responsabilidad por culpa, como por falta de servicio no basta la mera causalidad material para que haya lugar a la indemnización del daño. Se requiere además un juicio normativo, que en la culpa civil reside objetivamente en la conducta efectiva, que es comparada con el estándar de conducta debida478; y en la falta de servicio, recae en el estándar legal o razonable de cumplimiento de la función pública. La diferencia es sutil y, en la práctica, por lo general irrelevante; en especial, si se atiende a la evolución jurisprudencial de la responsabilidad civil del empresario y de las personas jurídicas, que, como se ha visto479, de lege ferenda, ha pasado a ser esencialmente vicaria (esto es, estricta). Del mismo modo como el empresario ha llegado a responder civilmente por el defectuoso funcionamiento de la organización, sin que sea necesario individualizar el sujeto culpable, la falta de servicio atiende precisamente a un defectuoso desempeño de la función. En todo caso, tanto la responsabilidad por culpa, como por falta de servicio, suponen un juicio objetivo de reproche, que, respectivamente, recae en el deber de cuidado (culpa) o en el correcto ejercicio de la función.480
(e) Cierta doctrina, apoyándose en lo dispuesto en el artículo 38 de la Constitución Política y en el artículo 4° de la Ley de Bases481, ha sostenido que la responsabilidad del Estado sería de carácter estricto en sentido propio, esto es, que basta la existencia de un daño que pueda ser atribuido causalmente a la actividad del estado, para que éste responda. Según esta doctrina, el único requisito adicional a la causalidad es que se trate de un daño antijurídico, eso es, que el sujeto administrado no tenga la obligación de soportar. 482

Esta doctrina conduce a que el Estado y las municipalidades devengan en un vasto sistema de seguridad social respecto de todos los daños en que haya intervenido casualmente un agente público. Así ocurriría, por ejemplo, que la responsabilidad de los hospitales públicos alcanzaría incluso hipótesis en que ningún defecto de conducta pudiera darse por acreditado (resultando de este modo definitivamente más gravosa que la de clínicas privadas pagadas); o que bastaría acreditar que el diseño alternativo de un camino (por costoso que fuere) había sido suficiente para evitar un accidente, para dar por establecida la responsabilidad fiscal.


En definitiva, aunque la doctrina comparada conoce hipótesis de responsabilidad estricta u objetiva por mero riesgo, se trata más bien de regímenes especiales, que persiguen favorecer a las víctimas en grupos de casos análogos a las situaciones que dan lugar en el derecho privado a una fuerte presunción de responsabilidad por el hecho propio483, o bien, se trata de acciones cuyo fin es reparar una grave injusticia en la atribución de cargas públicas que resulten de una actuación perfectamente lícita del Estado.

(f) Finalmente, cuando el Estado actúa como sujeto de relaciones privadas, esto es, como gestor o empresario, queda sujeto, en principio a las reglas comunes de responsabilidad del derecho privado, sin perjuicio del régimen especial a que está sujeta la capacidad legal y el procedimiento para obligarse (contratos administrativos).

464 Veáse, HONORÉ, op. Cit. (nota 92), Pág. 14 y ss.


465 POSNER, op. Cit. (nota 19), VI.5.


468 Así, ya en F. Von SAVIGNY, redactor de la norma sobre responsabilidad estricta que se impuso a la actividad ferroviaria en Prusia en 1838 (cit. Por LAUFS, op. Cit (nota  360) Pág. 27).


469 FLOUR Y AUBERT,  op. Cit. (nota 339), Pág. 181.


470 En opinión de SHAVELL, mientras en el primer caso el juicio atiende al proceso, en el segundo apunta a la unidad. op. cit., (nota 20), Pág. 59.


471 Sobre el tema en sede de derecho administrativo chileno, Hugo CALDERA, sistema de la responsabilidad extracontractual del Estado en la Constitución política de 1980. Santiago: editorial jurídica de Chile, 1982; Manuel DANIEL, La Responsabilidad  del Estado (apuntes). Santiago: Facultad de Derecho, Universidad de Chile, 1975; Gustavo FIAMMA, “La acción constitucional de responsabilidad por la falta de servicio”, en revista chilena de Derecho, Vol. 16 (1989), N ° 2; Osvaldo OELCKERS, “Fundamentos indemnizatorios en razón del acto administrativo lícito que cause daño en el patrimonio del administrado”, en revista de Derecho Universidad Católica de Valparaíso, XI (1987); OELCKERS, “La responsabilidad civil extracontractual del Estado administrativo en la Constitución política de 1980 y su imputabilidad por falta de servicio”, en revista chilena de Derecho, número especial (1998), Pág. 345; Rolando PANTOJA, Bases generales de la administración del Estado. Santiago: editorial cono sur, 1987; Pedro PIERRY, “Responsabilidad de los entes públicos por el mal estado de las vías públicas “, en revista de Derecho Universidad Católica de Valparaíso, VII (1984); PIERRY, “Algunos aspectos de la responsabilidad extracontractual del Estado por falta de servicio”, en RDJ, tomo XCII (1995), 1° parte Pág. 17 y ss.; Eduardo SOTO , ”Responsabilidad Administrativa Municipal”, En rdj, tomo LXXVIII (1981), 1° parte, Pág. 39 y ss.; SOTO, “ Base para una teoría general de la responsabilidad extracontractual del Estado en el derecho chileno”, en gaceta jurídica, N ° 56 (1985); y, SOTO, derecho administrativo. Bases generales, tomo II. Santiago; editorial jurídica de Chile, 1996, Pág. 244 y ss.


472 La jurisprudencia nacional hizo de este modelo durante algunos años. Un fallo que ilustra perfectamente esta tendencia señala lo siguiente: “tratándose de la responsabilidad del Estado, por los actos cometidos por sus funcionarios o agentes, deben hacerse la distinción de si los actos provienen del ejercicio de funciones de autoridad, o si proviene de actos de gestión. En el primer caso el funcionario o agente ha actuado por el Estado en ejercicio del poder público, y en el segundo como representante de él, sujeto de derechos civiles”, y que “ como las disposiciones de ese título (XXXV, libro IV, Código Civil) son esencialmente de derecho privado, no pueden aplicarse al Estado por la responsabilidad de los hechos ejecutados por sus funcionarios o agentes como consecuencia del ejercicio de una función pública, sino cuando esos funcionarios o agentes ejecutan los hechos consecuenciales de un acto de gestión” (Corte de Apelaciones de Santiago, 2 de junio de 1937 confirmado por la Corte Suprema (cas, fondo), RDJ, tomo XXXVI, sec. 1°, Pág. 277). En el mismo sentido, pueden consultarse además las siguientes sentencias; Corte Suprema, 15 de noviembre de 1941 (RDJ, tomo XXXIX, sec. 1°, Pág. 343); Corte de Apelaciones de Santiago, 8 de junio de 1943 (RDJ, tomo XL, sec. 2°,Pág. 50); Corte Suprema,8 de noviembre de 1944 (RDJ, tomo XLII, sec. 1°, Pág. 392). Esta tendencia jurisprudencional comenzó a revertirse a partir a una sentencia de la Corte Suprema. Que señaló: “el problema de la responsabilidad extracontractual del Estado por actos culpables e ilícitos de sus agentes, debe buscarse en el derecho público y no en el derecho privado, sin que en el momento actual tenga importancia distinguir entre actos de autoridad y actos de gestión”, más adelante agrega “la tendencia moderna lleva a responsabilizar al Estado, obligándolo a indemnizar todos los daños que causan sus agentes encargados de la función pública, sea por mal o por inadecuado funcionamiento de los servicios públicos...” (13 de enero de 1965, RDJ, tomo LXII, sec. 1°, Pág. 6). Con todo, varios años después aún pueden encontrarse algunas sentencias que continúan haciendo esa distinción. Entre ellas, Corte Suprema, 29 de agosto de 1974 (RDJH, tomo LXXI, sec. 4°, Pág. 261, también publicada en fallos del mes, N ° 190, sentencia 2, Pág. 181); y, Corte Suprema, 4 de octubre de 1984 (RDJ, tomo LXXXI, sec. 4°, Pág. 206).


473 Sobre la noción de responsabilidad vicaria, véase supra, párrafo 111.


474 A la misma conclusión llega SOTO, aunque con razones un tanto distintas. Al respecto señala: “en razón de ser una responsabilidad de una persona jurídica se trata de una responsabilidad directa, por el hecho de la persona jurídica, y no por la actividad de un tercero (responsabilidad llamada indirecta o por el hecho de otro) como sería de sus empleados o dependientes”. Op. Cit. (nota 471, Derecho Administrativo...), Pág. 310.


475 Un importante precedente judicial en la materia es la sentencia que dio a una acción indemnizatoria en contra del Estado en razón del homicidio cometido por funcionarios públicos de los profesores Nattino, Parada y Guerrero. Aunque el fallo discurre que en la especie cabría aplicar directamente el artículo 38 de la Constitución Política, dando lugar a una responsabilidad estricta en el sentido que se verá en la letra e) de este párrafo, en verdad, establece una responsabilidad objetiva por el hecho culpable de un tercero (el funcionario), como es característico de la responsabilidad vicaria (la sentencia de 1° instancia que acogió diversas demandas civiles, fue confirmada por la Corte de Apelaciones de Santiago por sentencia de fecha 30 de septiembre de 1994, y esta falló a su vez confirmado por la Corte Suprema, en sentencia de 27 de octubre de 1995, conociendo de recursos de casación en la forma y en el fondo (fallos del mes, N ° 443,sent. 14, Pág. 1507).


476 En este sentido se ha fallado que “todas estas normas demuestran que los organismos del Estado y por ende, sus autoridades y agentes, deben enmarcar su acción dentro de la Constitución y de la ley, sin que puedan atribuirse otra autoridad o derechos que los que expresamente se les hayan conferido”. El fallo agrega que esos organismos “deben respetar, además, los derechos esenciales que emanen de la naturaleza humana y no pueden lesionar los derechos que la ley acuerda a los particulares. Si así no lo hacen, incurren en la responsabilidad y sanciones que la propia ley señala...” (Corte de Apelaciones Presidente Pedro Aguirre Cerda, 16 de enero de 1986, Gaceta jurídica, N ° 67, sent. 2, Pág. 60).





477 Supra, párrafo 89.


478 Supra, párrafo 33 y ss.


479 Supra, párrafo 127 y ss.


480 La analogía entre la culpa civil y la falta de servicio ya está dad por el origen francés de este último concepto. La palabra francesa faute significa culpa, y es también calificativa de la falta de servicio. Por eso, no debe extrañar que en la doctrina francesa la falta de servicio sea identificada con una responsabilidad por culpa y, en tal carácter, reconocida por el régimen general de responsabilidad del Estado. Así, René CHAPUS, Droit administratif general, tomo I, Paris: Montchrestien, 1998, 12° edición, Pág. 1189.


481 El artículo 4° de la ley de bases señala: “El Estado será responsable por los daños que causen los órganos de la Administración en el ejercicio de sus funciones, sin perjuicio de las responsabilidades que pudieren afectar al funcionario que los hubiere ocasionado”.


482 Esta es la opinión sostenida por SOTO, op. Cit. (nota 471, Derecho Administrativo...), Pág.309, y por FIAMMA, op. Cit. (nota 471). Así también se ha fallado ocasionalmente  por la jurisprudencia: al respecto véase la sentencia dictada en el caso Beraud con Fisco, Corte Suprema, 20 de julio de 1996   (fallos del mes, N ° 451, sent. 5, Pág. 1228), y el fallo sentencia dictada contra el Servicio Agrícola Ganadero, Corte de Apelaciones de Santiago, 27 de diciembre de 1993 (Gaceta Jurídica N ° 162, sent. 6, Pág. 58).


483 Las más de las hipótesis de responsabilidad por riesgo del Estado en el derecho francés, es la que resulta de un riesgo especial creado por cosas, procedimientos o situaciones especialmente peligrosas. CHAPUS, op. Cit. (nota 480), Pág. 1229 yss.





